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derechos frente al encausado, de modo que ni siquiera es posible garantizar su derecho a la indemnización de los daños sufri-
dos dirigiéndose contra el patrimonio y los derechos patrimoniales del encausado en el sentido del artículo 50 de la Ley de 
enjuiciamiento criminal, de modo que ese derecho termina por no poder ejercerse de facto?

3) ¿Debe interpretarse el concepto de «una misma empresa» recogido en el artículo 2 del Reglamento (CE) n.o 994/98 (5) del Con-
sejo, de 7 de mayo de 1998, en relación con el artículo 2, apartado 2, del Reglamento (CE) n.o 69/2001 (6) de la Comisión, de 
12 de enero de 2001, exclusivamente desde una perspectiva formal, en el sentido de que es necesario y suficiente demostrar 
que las sociedades interesadas tienen personalidad jurídica independiente conforme al ordenamiento jurídico nacional, de 
modo que es posible otorgar a cada una de ellas una ayuda de Estado por un importe de hasta 100 000 euros, o bien en el sen-
tido de que lo determinante es la modalidad fáctica de funcionamiento y dirección de dichas sociedades, propiedad de las mis-
mas personas e interconectadas a través de estas, como si se tratase de un sistema de filiales gestionadas por una matriz, aunque 
cada una de ellas esté dotada de su propia personalidad jurídica de conformidad con el Derecho nacional, de modo que debe 
considerarse que conforman «una misma empresa» y, al constituir un mismo todo, solo pueden recibir una vez una ayuda de 
Estado por un importe de hasta 100 000 euros?

4) A efectos del Convenio relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas (7) de 26 de julio de 
1995, ¿el término «perjuicio» [que debe indemnizarse] engloba únicamente la parte de los fondos indebidamente obtenidos, 
directamente vinculada a la conducta fraudulenta, o se refiere también a los costes efectivamente soportados y fielmente docu-
mentados y al uso del subsidio, cuando las pruebas pongan de manifiesto que fue necesario soportarlos para ocultar la con-
ducta fraudulenta, retrasar el descubrimiento del fraude y conseguir la totalidad del importe de la ayuda de Estado concedida?

(1) Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los dere-
chos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo (DO 2012, L 315, 
p. 57).

(2) Reglamento (CE) n.o 1260/1999 del Consejo, de 21 de junio de 1999, por el que se establecen disposiciones generales sobre los Fondos Estructura-
les (DO 1999, L 161, p. 1).

(3) Reglamento (CE) n.o 1681/94 de la Comisión, de 11 de julio de 1994, relativo a las irregularidades y a la recuperación de las sumas indebidamente 
abonadas en el marco de la financiación de las políticas estructurales, así como a la organización de un sistema de información en esta materia (DO 
1994, L 178, p. 43).

(4) Dictamen de la Sala Penal del Najvyšší súd Slovenskej republiky (Tribunal Supremo de la República Eslovaca) de 29 de noviembre de 2017.
(5) Reglamento (CE) n.o 994/84 del Consejo, de 7 de mayo de 1998, sobre la aplicación de los artículos 92 y 93 del Tratado constitutivo de la Comuni-

dad Europea a determinadas categorías de ayudas de Estado horizontales (DO 1998, L 142, p. 1).
(6) Reglamento (CE) n.o 69/2001 de la Comisión, de 12 de enero de 2001, relativo a la aplicación de los artículos 87 y 88 del Tratado CE a las ayudas de 

minimis (DO 2001, L 10, p. 30).
(7) Convenio establecido sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea, relativo a la protección de los intereses financieros de las 

Comunidades Europeas (DO 1995, C 316, p. 49).

Asunto C- Petición de decisión prejudicial planteada por el Tribunal d’instance de Lagny-sur-Marne (Francia) el 
13 de agosto de 2019 — BNP Paribas Personal Finance SA/VE

(Asunto C-609/19)

(2019/C 348/13)

Lengua de procedimiento: francés

Órgano jurisdiccional remitente

Tribunal d’instance de Lagny-sur-Marne

Partes en el procedimiento principal

Demandante: BNP Paribas Personal Finance SA

Demandada: VE

Cuestiones prejudiciales

1) ¿Debe interpretarse el artículo 4, apartado 2, de la Directiva 93/13 (1) en el sentido de que las cláusulas que establecen la obliga-
ción de reembolsar el préstamo a plazos fijos imputados prioritariamente a los intereses y que prevén la ampliación del plazo 
de amortización del contrato y el incremento del importe de las cuotas de amortización al efecto de pagar el saldo pendiente, el 
cual puede aumentar notablemente como consecuencia de las fluctuaciones del tipo de cambio, constituyen, sin poder ser con-
sideradas aisladamente, el objeto principal de un préstamo denominado en divisa extranjera y reembolsable en divisa nacional?
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2) ¿Debe interpretarse el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 93/13 en el sentido de que las cláusulas que establecen la obliga-
ción de reembolsar el préstamo a plazos fijos imputados prioritariamente a los intereses y que prevén la ampliación del plazo 
[del contrato] y el incremento del importe de las cuotas de amortización al efecto de pagar el saldo pendiente, el cual puede 
aumentar notablemente como consecuencia de las f luctuaciones del tipo de cambio, crean un desequilibrio importante entre 
los derechos y las obligaciones de las partes del contrato, especialmente en la medida en que exponen al consumidor a un riesgo 
de tipo de cambio desproporcionado?

3) ¿Debe interpretarse el artículo 4 de la Directiva 93/13 en el sentido de que exige que el carácter claro y comprensible de las cláu-
sulas de un contrato de préstamo denominado en divisa extranjera y reembolsable en divisa nacional sea apreciado refirién-
dose, en el momento de la celebración del contrato, al contexto económico previsible, es decir, en el caso de autos, a los efectos 
de las dificultades económicas de los años 2007 a 2009 sobre las variaciones del tipo de cambio, tomando en consideración 
tanto la experiencia y los conocimientos del prestamista profesional como su buena fe?

4) ¿Debe interpretarse el artículo 4 de la Directiva 93/13 en el sentido de que exige que el carácter claro y comprensible de las cláu-
sulas de un contrato de préstamo denominado en divisa extranjera y reembolsable en divisa nacional sea apreciado compro-
bando que el prestamista, que cuenta con la experiencia y los conocimientos de un profesional, facilitó al consumidor 
información, especialmente numérica, únicamente objetiva y neutra, que no tenía en consideración el contexto económico 
susceptible de incidir en las variaciones de los tipos de cambio?

(1) Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores (DO 1993, 
L 95, p. 29).

Asunto C- Recurso de casación interpuesto el 21 de agosto de 2019 por Alfamicro — Sistemas de 
computadores, Sociedade Unipessoal, L.da., contra la sentencia del Tribunal General (Sala Segunda) dictada el 

28 de junio de 2019 en el asunto T-64/18, Alfamicro/Comisión

(Asunto C-623/19 P)

(2019/C 348/14)

Lengua de procedimiento: portugués

Partes

Recurrente: Alfamicro — Sistemas de computadores, Sociedade Unipessoal, L.da. (representantes: G. Gentil Anastácio y D. Pirra Xarepe, 
advogados, y M. Stock da Cunha, advogada estagiária)

Otra parte en el procedimiento: Comisión Europea

Pretensiones de la parte recurrente

—  Que se anule la sentencia del Tribunal General dictada en el asunto T-64/18. (1)

—  Que se anule la Decisión de la Comisión C(2017) 8839 final, de 13 de diciembre de 2017.

—  Que se condene a la Comisión Europea al pago de la totalidad de las costas.

Motivos y principales alegaciones

La parte recurrente sostiene que el hecho generador de un crédito contractual es el propio contrato. Por lo tanto, si la Comisión pudo 
formular, en la acción declarativa, sus pretensiones, y no lo hizo así, no puede, una vez dictada la sentencia, emitir títulos ejecutivos 
sobre importes de crédito al descubierto.

La Comisión incurrió en desviación de poder.

En su sentencia declarativa (T-831/14), (2) el Tribunal General se pronunció sobre el crédito de la Comisión resultante del acuerdo de 
subvención y no, como afirma ahora erróneamente el Tribunal General, sobre los costes no subvencionables relativos al período 
cubierto por la auditoria.
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